Expediente:   19001-23-33-004-2014-00577-00 
Actor:            AURA GILMA BUITRÓN DE GÓMEZ

Demandada:   COMPAÑÍA ENERGETICA DE OCCIDENTE S.A E.S.P Y SUPERINTENDENCIA DE SERVIOCIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS

Acción:          TUTELA 


	Acción o medio de control: Tutela 

	Radicado: 19001233300420140057700

	Demandante: AURA GILMA BUITRÓN DE GÓMEZ

	Demandado: COMPAÑÍA ENERGETICA DE OCCIDENTE S.A E.S.P Y LA SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS.

	Fecha de la sentencia: Enero 20 de 2015 

	Magistrado ponente: David Fernando Ramírez Fajardo 

	Descriptor: Improcedencia de la acción/Pago de facturas de energía.

	Restrictor: El carácter legal de la ruptura de la solidaridad, conlleva a que el reclamo de su reconocimiento se haga ante la Jurisdicción ordinaria, a menos que se trate de un perjuicio irremediable. 

	Resumen del caso: A través de la presente acción Constitucional la señora Aura Gilma Buitrón, pretende se garanticen sus derechos fundamentales al mínimo vital y protección especial a personas de la tercera edad, los que estima vulnerados por la posición dominante de la CEO y la SSPD, al imponerle el pago de la factura No. 3832361 de 13 de noviembre de 2013, por el servicio de energía eléctrica, prestado a un inmueble de su propiedad, por valor de $14.475.374, sin considerar, en su criterio, el rompimiento de la solidaridad, pues solo se encuentra obligada a cancelar los tres primeros períodos de acuerdo con la Ley 142 de 1994.

	Problema jurídico: ¿Se vulneran por las entidades accionadas los derechos fundamentales de la señora Aura Gilma Buitrón de Gómez, por el cobro del servicio público de energía eléctrica sobre un bien de su propiedad que no se encontraba usufructuando?  

	Observación del Despacho sobre la relevancia de la sentencia (el por qué de su novedad, su reiteración de posición, su cambio de postura jurisprudencial).
El Despacho considera relevante la presente acción constitucional, por cuanto se pretendía se tutelaran los derechos fundamentales al mínimo vital, y a la protección especial para personas de la tercera edad, presuntamente vulnerados a la actora por la Compañía Energética de Occidente y la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios. 
La Sala del Tribunal consideró que no se demostró violación alguna a los derechos fundamentales invocados, puesto que no se aportaron mínimamente los elementos objetivos que condujeran a la certeza de su conculcación. Así mismo estimó que no se configuraron los elementos necesarios para tornar procedente la acción de tutela, pues el contexto fáctico del asunto en referencia no guardó una relación de conexidad con algún derecho fundamental y mucho menos se evidenció la ocurrencia de un perjuicio irremediable. El conflicto fue generado por la tenencia de un bien inmueble que se tradujo en un asunto de carácter patrimonial alrededor de la reivindicación del inmueble, sin comprometer derechos fundamentales.



A través de la presente acción Constitucional la señora Aura Gilma Buitrón, pretende se garanticen sus derechos fundamentales al mínimo vital y protección especial a personas de la tercera edad, los que estima vulnerados por la posición dominante de la CEO y la SSPD, al imponerle el pago de la factura No. 3832361 de 13 de noviembre de 2013, por el servicio de energía eléctrica, prestado a un inmueble de su propiedad, por valor de $14.475.374, sin considerar el rompimiento de la solidaridad, pues solo se encuentra obligada a cancelar los tres primeros periodos de acuerdo con la Ley 142 de 1994.

(…) 

En ese sentido en las citas jurisprudenciales referidas en el acápite 4.2.2 la Corte Constitucional reconoce el carácter legal de la ruptura de la solidaridad, por tanto para reclamar su reconocimiento es necesario acudir  la jurisdicción ordinaria, a menos que la actuación de la empresa prestadora del servicio público domiciliario con lleve el desconocimiento de derechos fundamentales y no sea posible agotar otros medios de defensa judicial para  evitar la configuración de un perjuicio irremediable, el que debe encontrarse plenamente demostrado en el proceso.

Por tanto la procedencia de la acción de tutela se encuentra limitada a la actuación irregular de la empresa prestadora del servicio público, de tal forma que el beneficiado directo del mismo vea menoscabados derechos de índole fundamental, es decir que ante la entidad de la transgresión del derecho sea inminente la intervención del Juez Constitucional para evitar la consumación de un perjuicio irremediable, no de otra forma se podrá acudir a la solicitud de amparo, pese a que exista ruptura de la solidaridad del contrato de condiciones uniformes.

[image: image1.png]



REPUBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL CAUCA

Popayán, veinte (20) de enero de dos mil quince (2015)
Magistrado Ponente: DAVID FERNANDO RAMÍREZ FAJARDO.

Expediente:         19001233300420140057700
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Demandada:      COMPAÑÍA ENERGETICA DE OCCIDENTE S.A E.S.P Y LA SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS

Acción:                TUTELA 

SENTENCIA No.  01
I.- OBJETO A DECIDIR

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por la señora Aura Gilma Buitrón Gómez, en contra de la Compañía Energética de Occidente y la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, por la presunta vulneración de los derechos fundamentales al mínimo vital, y a la protección especial a personas de la tercera edad.
II.- 
ANTECEDENTES.

Alude la tutelante que es propietaria del inmueble ubicado en la calle 58 AN No. 9-36 de la Urbanización Morinda, bien que adquirió de la siguiente manera: un 25% por compra directa mediante Escritura Pública No. 4697 de 30 de noviembre de 2008, otro 25% según acta de adjudicación de remate de 27 de mayo de 2010 del Juzgado Quinto Civil Municipal de Popayán y el 50% restante mediante acta de remate de 25 de julio de 2008 del mismo juzgado.

Indica que desde que adquirió el bien no ha tenido su posesión, pues fue objeto de un proceso declarativo de pertenencia instaurado en su contra, pretensión que fue negada a los demandantes en sentencia de 31 de octubre de 2011 del Juzgado Tercero Civil del Circuito de Popayán y confirmada por el Tribunal Superior por providencia de 11 de marzo de 2011.

Dice que las Empresas de Servicios Públicos Domiciliarios le requieren como propietaria el pago de los servicios públicos, sin haberlos usufructuado. Al parecer existe un acuerdo de pago, en mora desde el año 2009 sin que las empresas prestadoras los hayan suspendido, permitiendo acrecentar la deuda hasta por valor de $14.475.374, factura No. 38822361 de 13 de noviembre de 2014 de la Compañía Energética de Occidente
 (folio 11)
Aclara que elevó petición a la Compañía Energética de Occidente para que se corrigiera la factura No. 35909942 de 14 de febrero de 2014 por valor de $13.085.373, pues considera que solo está obligada al pago de las tres primeras, y reiteró la suspensión del servicio de energía. Su inmueble está en posesión de mala fe desde el año 2009. Solicitud que le fue negada por la CEO
Afirma que no está en condiciones de pagar la suma adeudada. Debió incurrir en pago de honorarios para recuperar y restaurar su bien inmueble, sobre el que ejerce la posesión material desde el mes de noviembre de 2014.

Refiere que Interpuso el recurso de reposición y en subsidio apelación contra la decisión empresarial de no modificar la factura, pero la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, por Resolución No. SSPD 20148500040225 de 21 de octubre de 2014, confirmó lo dispuesto por  la CEO, en el sentido de que el usuario entró en mora desde el 2008 y dejó aumentar la deuda hasta el abril de 2009, fecha en la cual se realizó el último pago, que ella no realizó, pues no tenía el dominio total del inmueble. 
Cuestiona por qué la CEO permitió la mora a los poseedores de mala fe desde abril de 2009 hasta la fecha, al no suspender las acometidas y permitir la reconexión sin autorización; debió denunciarlos penalmente por hurto de energía, y solo realiza la visita de suspensión al inmueble en abril de 2012, 17 de enero, 8 de febrero y 23 de marzo de 2013 por petición que al respecto realizara. Informó a la empresa de las reconexiones fraudulentas para su suspensión, hasta lograr la entrega de su bien ocupado.  
Concluye que al no cumplir la entidad con su obligación de suspensión del servicio en su oportunidad, solo está obligada al pago de los tres primeros meses de facturación y no a la totalidad de la deuda por el servicio de energía eléctrica al inmueble de su propiedad, por rompimiento del principio de solidaridad.

Solicita en consecuencia la protección de sus derechos fundamentales invocados: al mínimo vital y la protección especial de las personas de la   tercera edad ante la posición dominante de la Compañía Energética de Occidente y la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios y se ordene la expedición de nueva factura por el valor de tres meses, más los gastos de reconexión, conforme a la Ley 142 de 1994
2.1-
Las pruebas.

En el expediente reposan los siguientes documentos:

- Factura No. 38822361 de la Compañía Energética de Occidente por valor $14.475.374, fl 11.
-. Copia de Certificado de Tradición del bien inmueble de propiedad de la tutelante, fl 12-15

-. Copia de notificación personal de la Resolución No. SSPD 201448500040225 de 21 de octubre de 2014, por la cual se decidió el recurso de apelación, fl 16

-. Copia de la Resolución No. SSPD 201448500040225 de 21 de octubre de 2014, por la cual se decidió el recurso de apelación, fl 18-27

-. Copia de poder conferido al apoderado judicial de la accionante para que la represente en la presente acción de 16 de diciembre de 2014, fl 40.  

2.2.- Contestación de las Entidades accionadas

2.2.1.- La Compañía Energética de Occidente S.A.S E.S.P

Por apoderado judicial en escrito de 19 de diciembre de 2014, realizó la contestación en los siguientes términos:

Dice que se ha garantizado a la tutelante la información solicitada basada en sustento legal, y concedido los recursos ante la CEO y la SSPD, refiere el trámite:
· Respuesta a petición de 3 de abril de 2013, Radicado No. 2013340190488 de 19-04-2013, informando a la usuaria de las varias suspensiones del servicio y el valor adeudado

· Respuesta a petición de 17 de abril de 2013, Radicado No. 20133401954971 de 23-04-2013, informando la improcedencia de la exoneración de la deuda y ratificando la anterior, sobre la cual no se ejerció recurso alguno.

· Respuesta a la petición de 27 de febrero de 2014, Radicado No. 20143402665611 de 19-03-14, ratificando las emitidas e indicando los recursos en vía administrativa. Notificada el 31 de marzo de 2014.
· Con radicado No. 20143402715511 de 16 de abril de 2014, se emite respuesta empresarial informando que no es posible suspender el servicio de energía del inmueble por habitar en él un paciente diabético que requiere mantener su medicamento refrigerado.

· El 3 de abril de 2014 se presenta el recurso de reposición y en subsidio apelación contra la Decisión empresarial Radicado No. 20143402665611 de 19 de marzo de 2014.
· Por Resolución No. 2014402713221 de 15-04-14 se resuelve el recurso de reposición y se concede la apelación ante la SSPD. El 22 de mayo se traslada el recurso a la SSPD para su trámite

· En Resolución No. SSPD 20148500040225 de 21 de octubre de 2014, la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios confirma la decisión adoptada por la CEO.
· El 14 de abril de 2014 solicita la señora Aura Gilma Buitrón la suspensión del servicios de energía del inmueble. Respuesta ofrecida en Radicado No. 20143402718471 de 21-04-14

· El 23 de abril de 2014 la usuaria reitera su solicitud de suspensión del servicio. Por Radicado No. 20143402728111 de 25-04-14 se dio respuesta.

Aclara que en firme la decisión la usuaria debió interponer la acción contenciosa administrativa de nulidad y restablecimiento del derecho, lo que torna en improcedente la presente acción de tutela.

La accionante si es solidariamente responsable del pago del servicio conforme al contrato de condiciones uniformes y  los artículos 129 y 130 de la Ley 142 de 1994

Indica el Concepto SSPD-OJ-2005-289 de 2005 de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, referente a la cesión de todos los contratos de servicios públicos y específicamente los Conceptos SSPD-OJ-2003-209 y 2005-036, para referir:

“...cuando se adquiere un inmueble por remate, el comprador deberá solicitar en el mismo remate los recibos de pago no solo de los impuestos, sino también de los servicios públicos domiciliarios causados anteriormente, con el fin de que sí aun existen facturas pendientes, sean pagadas con el valor del remanente. Pero si el rematante guarda silencio respecto de los mismos, asume la deuda del inmueble por concepto de los servicios públicos domiciliarios.

Igualmente debe tener en cuenta, la vigencia del contrato de servicios públicos domiciliarios, por cuanto, si el contrato de servicios públicos está vigente, opera de manera automática la cesión de los contratos, preceptiva consagrada en la Ley 142 de 1994, último párrafo del artículo 129...”
Para concluir que la cesión opera si los contratos se encuentran en ejecución, la cual se da por la terminación del contrato no por la simple suspensión prevista en el artículo 140 de la Ley 142 de 1994.
Advierte que no existe prueba de la vulneración de los derechos al mínimo vital y protección de la tercera edad, invocados por la actora, ni menos se demuestra la existencia de un perjuicio irremediable. Frente a las peticiones de la usuaria procedían los recursos en sede administrativa y la acción contenciosa administrativa de nulidad y restablecimiento del derecho.

En relación con la exoneración del pago del servicio aduce que tal petición no puede ser concedida, pues existe prohibición legal al respecto, y sobre el carácter oneroso del servicio ya se ha pronunciado la Corte Constitucional en sentencia C 150 de 2003, dada la función social de la prestación del servicio público domiciliario, y las razones de justicia y equidad.
Insiste en la improcedencia de la presente acción dado su carácter subsidiario, la que no puede ser utilizada como una tercera instancia, más cuando no está probada infracción a derecho alguno o la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

Señala jurisprudencia de la Corte Constitucional en relación con los derechos fundamentales al mínimo vital, y protección especial de la tercera edad invocados como vulnerados.

Igualmente aduce que se presenta en el caso el hecho superado, pues al suscriptor del servicio se le ha notificado las actuaciones del proceso administrativo, sin hacer uso de los medios de defensa idóneos para ejercer su defensa. Cita jurisprudencia al respecto.
2.2.2 la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios
. 
La Directora Territorial Suroccidente (E) dio respuesta vía fax el 19 de diciembre de 2014, en los siguientes términos:

Que se radicó el expediente No. 20148500060202 de 27 de mayo de 2014 contentivo del recurso de apelación interpuesto por la actora en contra de la decisión administrativa No. 2014340266561 de 19 de marzo de 2014 emitida por la CEO.
Indica los actos previos a la resolución del recurso: comunicación al usuario del recibo del recurso de apelación por la SSPD; mediante Auto No. 20148500005786 se abrió a pruebas el expediente, se comunicó a las partes el 18 de septiembre de 2014; se aportaron las pruebas solicitadas mediante radicados Nos. 20148500223951 y 20148500223981 de 29 de septiembre de 2014; se resolvió el recurso de apelación por Resolución No. 20148500040225 de 21 de octubre de 2014 y se notificó a las partes.
Indica el derecho de los usuarios a realizar peticiones e interponer los correspondientes recursos contra las decisiones proferidas por las empresas de servicios públicos, conforme a los artículos 152 y 154 de la Ley 142 de 1994.
Advierte que cuando se adquiere un inmueble vía remate, el adquiriente debe solicitar en el mismo los recibos de servicios públicos, con el objeto de que si existen facturas pendientes de pago causadas, sean canceladas con el valor del remanente. En caso contrario el adquiriente asumirá el valor de la deuda. La cesión del contrato de servicios públicos opera de manera automática si este se encuentra vigente, artículo 129 de la Ley 142 de 1994, salvo que en la enajenación de bienes urbanos las partes acuerden otra cosa.

Señala que el rompimiento de la solidaridad solo opera de manera excepcional y por mandato legal: la omisión de la empresa en su obligación de suspender el servicio, cuando el respectivo usuario tiene una mora de dos períodos consecutivos en el pago de sus obligaciones, artículos 129 y 130 de la Ley 142 de 1994. Lo que significa que a partir del tercer periodo de facturación, siempre y cuando la empresa no haya procedido a suspender el servicio, el único responsable por el pago del mismo es el usuario que lo consumió o se benefició, sin que pueda la empresa cobrarle al propietario, poseedor o suscriptor diferente frente a los cuales se rompe la mencionada solidaridad.

Existe otra excepción cuando el propietario denuncia el contrato y aporta una garantía, conforme lo señala la Ley 820 de 2003 y el Decreto 3130 de 2003, caso en el cual no queda vinculado solidariamente al contrato de servicios públicos domiciliarios que pueda suscribir o ejecutar su arrendatario.
Refiere la prescripción en materia de servicios públicos domiciliarios y la facultad de estas empresas de ejercer la Jurisdicción Coactiva para el cobro de las obligaciones derivadas de los servicios públicos domiciliarios, siguiendo el procedimiento establecido en el Estatuto Tributario.

En el caso concreto adujo, que en el tema del remate de bienes inmuebles la Ley 142 de 1994 no reguló en forma expresa la materia, remitiéndose para ello al Código de Procedimiento Civil, en donde no existe exoneración de deudas de bienes objeto de remate, ni tratamiento privilegiado en relación con el pago de los servicios públicos adeudados, razón por la cual se confirmó la decisión de la empresa prestadora del servicio.

Agrega que los actos administrativos proferidos por esa Superintendencia se presumen válidos, lo que supone para el administrado cumplir lo en ellos dispuesto. No existe asidero fáctico o jurídico para interponer la presente acción de tutela, pues el proceso se encuentra claramente reglado y se surtió una vez el usuario cumplió con los requisitos establecidos en las normas que regulan el asunto. Por tanto no existe violación al debido proceso máxime cuando al momento de presentar la presente acción de tutela existe una actuación pendiente por resolver
.
Considera la improcedencia de la acción de tutela, pues no se dan los requisitos jurisprudenciales y doctrinales para la configuración de un perjuicio irremediable, y el accionante no logra demostrar vulneración de derechos fundamentales; además cuenta con otro mecanismo de defensa judicial como la acción de revocatoria directa  ante esta SSPD, el de nulidad y restablecimiento del derecho ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, siendo este el mecanismo idóneo y eficaz para revisar el acto administrativo.

Solicita se declare la improcedencia de la acción presentada, se desvincule de la misma a la SSPD, por no existir violación a derechos fundamentales. 
III.- RECUENTO PROCESAL.

La acción constitucional fue admitida mediante Auto I No. 549 de 15 de diciembre de 2014, se ordenó la notificación a las partes y se solicito a las entidades tuteladas la presentación del respectivo informe de respuesta. El 16 de diciembre de 2014, durante el trámite de la presente acción la tutelante confiere poder para su representación judicial, fl 16
IV.- CONSIDERACIONES.

4.1.- La competencia.
El Tribunal es competente para conocer de la presente acción de acuerdo con el artículo 37 del Decreto Ley 2591 de 1991, en primera instancia. 

4.2.- El problema jurídico.
En consideración con los elementos de prueba aportados, la Sala considera que el problema jurídico a resolver es el siguiente:

¿Se vulneran por las entidades accionadas los derechos fundamentales de la señora Aura Gilma Buitrón de Gómez, por el cobro del servicio público de energía eléctrica sobre un bien de su propiedad que no se encontraba usufructuando?  

Para dar solución a los interrogantes planteados se abordarán por la Sala los siguientes temas: (i) procedencia de la acción de tutela en materia de servicios públicos domiciliarios, (ii) procedencia de la tutela para solicitar la ruptura de la solidaridad entre el propietario y el usuario y (iii) el caso concreto.

4.2.1 Procedencia de la Acción de tutela en el caso concreto.

Respecto a la procedencia del presente mecanismo tuitivo para dirimir conflictos entre las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios y sus usuarios, la Corte Constitucional ha sido reiterativa, y en sentencia T-752 de 2011, expresó:

“ … Según lo dispuesto en el artículo 86 de la Carta Política, la acción de tutela es un mecanismo de defensa judicial para la protección inmediata de derechos constitucionales fundamentales cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares en los casos que señale la ley.

Quiere decir lo anterior, que quien vea amenazados o vulnerados sus  derechos constitucionales fundamentales podrá acudir ante los jueces, con el fin de obtener la protección inmediata de los mismos,  y lograr de esta forma, que el juez constitucional imparta la orden para que la entidad o particular que le está afectando con su acción, se abstenga de seguir causándole un perjuicio; o en el caso de que la afectación provenga de una omisión, ponga en marcha todas las gestiones necesarias para el restablecimiento del derecho conculcado.

De esta manera, la acción de tutela entra a ser el mecanismo necesario para hacer efectiva la protección de los derechos constitucionales, en aplicación del principio de respeto de la dignidad humana, con el fin de lograr la efectiva materialización de las prerrogativas ius fundamentales como uno de los fines esenciales del Estado y de garantizar la primacía de los derechos inalienables de la persona (C.P., arts. 1, 2 y 5).

La jurisprudencia de esta corporación ha sido enfática al establecer dos modalidades de procedencia de la acción de tutela: (i) como  mecanismo definitivo cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial; y (ii) como mecanismo transitorio, cuando existiendo otros mecanismos de defensa los mismos no resultan idóneos o eficaces para evitar la consumación de un perjuicio irremediable; caso en el cual, la orden impartida por el juez constitucional tendrá vigencia mientras se emite pronunciamiento por parte del juez ordinario.

En lo que respecta al asunto de los servicios públicos domiciliarios, se hace necesario precisar que los usuarios cuentan, además de los recursos por vía gubernativa, con las acciones ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, para controvertir las actuaciones de las empresas de servicios públicos que lesionen sus intereses y derechos en orden a obtener su restablecimiento material. De ello se advierte, la existencia de una vía especial para dirimir los conflictos que puedan surgir entre las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios y los suscriptores potenciales, los suscriptores activos o los usuarios. Sin embargo, en los eventos en que con la conducta o las decisiones de las empresas de servicios públicos domiciliarios se afecten de manera evidente derechos constitucionales fundamentales, como la dignidad humana, la vida, la igualdad, los derechos de los desvalidos, la educación, la seguridad personal, la salud, la salubridad pública etc., el amparo constitucional puede resultar procedente.

En efecto, la Corte Constitucional en la sentencia T-927 de 1999, señaló:

“Si bien existe un medio de defensa gubernativo y judicial para dirimir las contiendas que de ordinario se presentan entre las empresas de servicios públicos domiciliarios y sus clientes, es igualmente claro que estos servicios pueden ser reivindicados a través de la acción de tutela en tanto guarden relación de conexidad con algún derecho fundamental que resulte vulnerado o amenazado por la acción u omisión de tales empresas, máxime si se está en el evento del perjuicio irremediable.” (La Sala)
Quiere decir lo anterior, que cuando una empresa encargada de suministrar los servicios públicos domiciliarios, afecta con sus actuaciones derechos de estirpe constitucional a los usuarios, la acción de tutela se hace procedente para evitar que se prolongue en el tiempo la afectación de los mismos...” 

De lo jurisprudencialmente enunciado se colige la existencia de mecanismos de defensa judicial para dirimir los conflictos entre las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios y  sus usuarios: la vía administrativa y las acciones contenciosas. También se deduce que cuando con sus actuaciones estas empresas vulneren o amenacen  derechos fundamentales de los usuarios, en tanto guarden conexidad con los mismos, la acción de tutela es procedente. Razón por la cual se requiere estudiar si el asunto objeto de debate es de los que afectan derechos fundamentales.

4.2.2 Procedencia de la tutela para solicitar la ruptura de la solidaridad

De otra parte y referente a la procedencia de la acción de tutela para solicitar la ruptura de la solidaridad entre el propietario y el usuario de los servicios públicos domiciliarios, la Corte Constitucional en la sentencia T 322 de 2009 al examinar algunas providencias emitidas por las diferentes Salas de Revisión de esa Alta Corporación, señaló:
“... La acción de tutela se caracteriza por su naturaleza subsidiaria y residual, por cuanto ella sólo procede en ausencia de otro mecanismo de defensa judicial o cuando existiendo éste, la persona se encuentra ante la posibilidad de sufrir un perjuicio irremediable, que puede ser conjurado mediante una orden de amparo transitorio.

...En sentencia T-798 de 2002, la Sala estudió el recurso de amparo interpuesto por una señora contra Aguas de Cartagena S.A. E.S.P, por cuanto ésta exigía a la actora el pago de la obligación con fundamento en la solidaridad que conforme a la Ley 142 de 1994 existe entre el propietario y el usuario en materia de servicios públicos domiciliarios, circunstancia que consideraba injusta, porque en su sentir, ella sólo está obligada a cancelar los dos primeros periodos facturados.  

El asunto que ocupó la atención de la Sala en aquella ocasión se centró en establecer si, en este caso procedía la acción de tutela para cuestionar las decisiones de una empresa de servicios públicos domiciliarios que pretende cobrar, con fundamento en la figura de la solidaridad, doce (12) facturas por concepto de acueducto y alcantarillado a la propietaria de un inmueble, a causa de la mora de su arrendatario y de sus presuntas prácticas de reconexión fraudulenta del servicio.

En este fallo la Corte expuso que en materia de servicios públicos domiciliarios, los usuarios cuentan con las acciones de lo contencioso administrativo previo el agotamiento de la vía gubernativa para reclamar la legalidad de los actos administrativos que presuntamente lesionan sus derechos. A pesar de lo anterior, aclara que en los eventos en que las conductas o decisiones de las empresas de servicios públicos domiciliarios vulneren de manera evidente los derechos constitucionales fundamentales, como la igualdad, la vida, la dignidad humana, el debido proceso administrativo, entre otros, el amparo constitucional será procedente. Por lo anterior, consideró que el juez de tutela en cada caso concreto deberá examinar la existencia y eficacia de los otros mecanismos de defensa para la protección del derecho presuntamente vulnerado o amenazado.

Finalmente, consideró que en este caso concreto el recurso de amparo no era el mecanismo judicial idóneo para dirimir la controversia planteada entre la señora Ersilda Correa Marimón y Aguas de Cartagena S.A., toda vez que no se demostró que la no prestación del servicio de agua por parte de la entidad accionada guardara alguna relación de conexidad con un derecho fundamental.  Así mismo, tampoco se evidenció la existencia de un perjuicio irremediable. 
Adicionalmente, la Sala puso de presente que conforme a lo señalado por la accionante, el conflicto generado por la reprochable conducta del inquilino tiene como consecuencia directa la imposibilidad de arrendar el inmueble, de lo cual se concluye que la afectación es simplemente patrimonial y no compromete derechos fundamentales...  

...en sentencia T-407 de 2007 la Sala Tercera de Revisión estudió las acciones de tutela interpuestas contra la Empresa de Servicios Públicos de Valledupar, EMDUPAR S.A. E.S.P.
Concretamente, respecto de uno de los casos sometidos a estudio, decidió negar la tutela por improcedente debido a que la accionante contaba con otros mecanismos de defensa judicial a fin de reclamar su derecho a la aplicación de la ruptura de la solidaridad en materia de servicios públicos, toda vez que (i) no se encontró vulneración alguna a los derechos fundamentales de la accionante y (ii) la peticionaria contaba con otros mecanismos de defensa judicial como lo era las acciones de los contencioso administrativo.  En este fallo, indicó que:

“En el caso de Belkys Anaya, la Corte evidencia que la accionante no ha hecho uso de los otros medios de defensa judicial ni ha probado la existencia de un perjuicio irremediable, lo que deviene en la improcedencia de la acción de tutela pues ésta no puede operar como mecanismo alternativo para solucionar las controversias contractuales y pecuniarias entre los usuarios y las empresas de servicios públicos”. 

Finalmente en la misma sentencia precisó que no siempre que se solicite la ruptura de la solidaridad entre el propietario y el usuario del servicio público domiciliario procede la acción de tutela, a menos que se evidencie una violación flagrante a los derechos fundamentales del accionante.

Así también menciona:

 “...que el sólo hecho de que las empresas de servicios públicos domiciliarios incumplan con su deber de suspensión de la prestación de los mencionados servicios por la mora en el pago de facturas no abre la puerta para interponer acción de tutela, pues si lo que se pretende es la protección del derecho fundamental al debido proceso administrativo es necesario demostrar concretamente en qué consistió dicha vulneración pues ésta no puede deducirse automáticamente del incumplimiento de dicha obligación.  En este contexto, debe recordarse lo establecido por la jurisprudencia respecto de este tema
...
...es claro que no siempre que se debata la ruptura de la solidaridad entre el propietario y usuario en materia de servicios públicos domiciliarios está de por medio la violación al debido proceso administrativo, pues para que esto suceda debe demostrarse que no se siguieron las formas propias de cada proceso, que no se le permitió al ciudadano defenderse y en últimas que no se cumplieron los postulados que enmarcan el mencionado servicio después de la mora en tres periodos, esta prestación en principio es de carácter legal y por lo tanto, para reclamar el cumplimiento de ella es necesario acudir a la jurisdicción ordinaria, a menos que se demuestre que la omisión o actuación de la empresa prestadora del servicio público realmente va en detrimento de derechos que no cuentan con otra vía eficaz de protección o teniéndola ésta no es suficiente para conjurar la configuración de un perjuicio irremediable, el cual a todas luces también debe encontrarse demostrado plenamente dentro del proceso...”
4.2.3 El caso concreto
A través de la presente acción Constitucional la señora Aura Gilma Buitrón, pretende se garanticen sus derechos fundamentales al mínimo vital y protección especial a personas de la tercera edad, los que estima vulnerados por la posición dominante de la CEO y la SSPD, al imponerle el pago de la factura No. 3832361 de 13 de noviembre de 2013, por el servicio de energía eléctrica, prestado a un inmueble de su propiedad, por valor de $14.475.374, sin considerar el rompimiento de la solidaridad, pues solo se encuentra obligada a cancelar los tres primeros periodos de acuerdo con la Ley 142 de 1994.

Se advierte que el bien inmueble fue adquirido por la accionante en remate judicial y cuyos poseedores según la tutelante de mala fe desde el año 2009, incurrieron en la mora de la totalidad de los periodos facturados por la CEO, al no cumplir con la obligación de cancelar el servicio público domiciliario de energía eléctrica, durante el tiempo que ocuparon dicho bien. Inmueble sobre el cual ejerce la posesión material desde noviembre de 2014 

Considera que solo se encuentra obligada a pagar los tres primeros periodos, por lo cual solicitó a la CEO por derecho de petición, la corrección de la factura No. 35909942 de 14 de febrero de 2014
, por valor de $13.085.374, ya que la empresa debió haber suspendido el servicio o cortado las acometidas a los tres periodos en mora. En respuesta al mismo de 19 de marzo de 2014 a folio 111 la CEO relaciona las actas de suspensión del servicio programadas desde el 26 de diciembre de 2011 hasta el 8 de noviembre de 2014, dejando constancia en algunas de las actas de visita para suspensión de la existencia de un paciente que requiere el uso de medicamentos refrigerados, por lo que no se suspendió el servicio en algunos eventos. En consecuencia no procedió a la expedición de nueva factura.
Entiende la Sala que las reiteradas solicitudes de la tutelante de 8 de abril de 2013
, 17 de abril de 2013
, y 27 de febrero de 2014
, obedecen al incumplimiento del pago del servicio de energía eléctrica por los ocupantes del bien por más de tres periodos seguidos y de la obligación de la CEO de suspender el servicio, pues insiste la tutelante en la suspensión definitiva del servicio por parte de la empresa energética; incumplimiento que estima como fundamento de la ruptura de la solidaridad debida entre el propietario y el usuario del servicio público; negligencia que solicita sea reconocida por la presente acción de tutela y en consecuencia se amparen los derechos invocados, procediendo a ordenar la Sala el reconocimiento de la ruptura de dicha solidaridad.
En ese sentido en las citas jurisprudenciales referidas en el acápite 4.2.2 la Corte Constitucional reconoce el carácter legal de la ruptura de la solidaridad, por tanto para reclamar su reconocimiento es necesario acudir  la jurisdicción ordinaria, a menos que la actuación de la empresa prestadora del servicio público domiciliario con lleve el desconocimiento de derechos fundamentales y no sea posible agotar otros medios de defensa judicial para  evitar la configuración de un perjuicio irremediable, el que debe encontrarse plenamente demostrado en el proceso.
Por tanto la procedencia de la acción de tutela se encuentra limitada a la actuación irregular de la empresa prestadora del servicio público, de tal forma que el beneficiado directo del mismo vea menoscabados derechos de índole fundamental, es decir que ante la entidad de la transgresión del derecho sea inminente la intervención del Juez Constitucional para evitar la consumación de un perjuicio irremediable, no de otra forma se podrá acudir a la solicitud de amparo, pese a que exista ruptura de la solidaridad del contrato de condiciones uniformes.
En ese sentido los documentos arrimados por la Compañía Energética de Occidente con el escrito de contestación y en especial las respuestas ofrecidas a los derechos de petición
 elevados por la señora Aura Gilma Buitrón, las visitas realizadas por suspensión del servicio, evidencian la actuación de la CEO frente a la obligación de suspensión del servicio público de energía eléctrica, y sobre las cuales la tutelante guardó silencio. Solo  interpuso reposición a la respuesta ofrecida
 a la solicitud de 27 de febrero de 2014

En algunas de las respuestas a las solicitudes de la accionante y se dice que el usuario se encontró con servicio nuevamente, y se procedió a informar al área de cartera, y se programó visita con el fin de realizar la suspensión del servicio para realizar el retiro de la acometida. Seguramente el usuario se reconectaba. Aclarando la CEO que en el predio vivía una persona con una enfermedad terminal lo que dificultó realizar la suspensión del servicio en el año 2011 hacia atrás. Fl 93
Igualmente en escrito de 23 de marzo de 2013 se le indica: “En atención a su escrito presentado en nuestras instalaciones el día 17 de abril de 2013, de la manera más cordial nos permitimos informar que verificado nuestro sistema de información comercial se observa que mediante oficio radicado No. 2013340194881 se le informó que al producto No. 296960822, a nombre de CARMEN YOLANDA VÁSQUEZ, se le han  realizado innumerables suspensiones del servicio debido a que no se registra ningún pago, entre otras se encuentran...” fl 114
De lo anterior se deduce que la señora Gilma Buitrón tuvo la oportunidad de controvertir vía administrativa la decisión adoptada de manera desfavorable a lo peticionado,
 por la compañía energética accionada e interpuso para el efecto el recurso de reposición y en subsidio apelación
, confirmada a la postre por la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios mediante Resolución No. SSPD – 20148500040225 de 21 de octubre de 2014
. Por tanto se observaron las garantías de defensa para la salvaguarda de los intereses de la accionante frente a las decisiones que consideró adversas, sin que se pueda pregonar violación al debido proceso administrativo y en ese sentido no encontró obstáculos para el agotamiento de los  medio de defensa judicial que a bien considere la petente del amparo.  
Así las cosas no encuentra la Sala o por lo menos no se demuestra violación alguna de derechos fundamentales con la actuación administrativa  surtida por la CEO y la SSPD, pues como se dijo se cumplió con las garantías propias del derecho de defensa y se observaron los procedimientos atinentes a toma de la decisión hoy objeto de tutela. No se establece en la presente acción que se haya afectado la dignidad humana de la señora Aura Gilma Buitrón de Gómez, pues no es suficiente mencionar la afectación de un derecho inherente a la persona sin aportar mínimamente los elementos objetivos que conduzcan a la certeza de su conculcación.
Siguiendo los lineamientos de la jurisprudencia constitucional citada la Sala considera que en el presente caso no se dan los elementos necesarios para tornar procedente la acción de tutela, pues el contexto fáctico del presente asunto no guarda una relación de conexidad con algún derecho fundamental y mucho menos se advierte la ocurrencia de un perjuicio irremediable. El conflicto es generado por la tenencia de un bien inmueble lo que se tradujo en un asunto de carácter patrimonial al rededor de la reivindicación del inmueble, sin comprometer derechos fundamentales.
En ese sentido la tutela es improcedente dado el carácter subsidiario de este mecanismo constitucional. La accionante cuenta con otro medio de defensa judicial para reclamar su derecho a la ruptura de la solidaridad en materia de servicios públicos a través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho 
Por lo expuesto la Sala de decisión del Tribunal Administrativo del Cauca negará la presente acción constitucional por improcedente.
V. DECISIÓN.

Por lo expuesto, el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CAUCA, administrando Justicia en nombre de la República y por mandato de la ley. 

RESUELVE

PRIMERO:  NEGAR POR IMPROCEDENTE la presente acción de tutela, interpuesta  por la señora Aura Gilma Buitrón de Gómez, por las razones expuestas

SEGUNDO: CÓPIESE Y NOTIFÍQUESE por telegrama, personalmente o por cualquier medio efectivo a los interesados en los términos del Art. 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Envíese el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión, al día siguiente de su ejecutoria, si no fuere impugnada. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Se hace constar que el proyecto de esta providencia fue considerado y aprobado por el Tribunal en sesión de la fecha.

Los Magistrados,

DAVID FERNANDO RAMÍREZ FAJARDO

CARLOS H. JARAMILLO DELGADO     NAUN MIRAWAL MUÑOZ  MUÑOZ
� En adelante CEO


� Artículo  129. Celebración del contrato. Existe contrato de servicios públicos desde que la empresa define las condiciones uniformes en las que está dispuesta a prestar el servicio y el propietario, o quien utiliza un inmueble determinado, solicita recibir allí el servicio, si el solicitante y el inmueble se encuentran en las condiciones previstas por la empresa.


En la enajenación de bienes raíces urbanos se entiende que hay cesión de todos los contratos de servicios públicos domiciliarios, salvo que las partes acuerden otra cosa. La cesión operará de pleno derecho, e incluye la propiedad de los bienes inmuebles por adhesión o destinación utilizados para usar el servicio.


Artículo  130. Partes del contrato.   Son partes del contrato la empresa de servicios públicos, y los usuarios.


El propietario del inmueble, el suscriptor y los usuarios del servicio son solidarios en sus obligaciones y derechos en el contrato de servicios públicos.


Las deudas derivadas de la prestación de los servicios públicos podrán ser cobradas ejecutivamente ante la jurisdicción ordinaria ó bien ejerciendo la jurisdicción coactiva por las empresas industriales y comerciales del estado prestadoras de servicios públicos. La factura expedida por la empresa y debidamente firmada por el representante legal de la entidad prestará mérito ejecutivo de acuerdo con las normas del Derecho Civil y Comercial. Lo prescrito en este inciso se aplica a las facturas del servicio de energía eléctrica con destino al alumbrado público. El no pago del servicio mencionado acarrea para los responsables la aplicación del artículo que trata sobre los deberes especiales de los usuarios del sector oficial.��Parágrafo. Si el usuario o suscriptor incumple su obligación de pagar oportunamente los servicios facturados dentro del término previsto en el contrato, el cual no excederá dos períodos consecutivos de facturación la empresa de servicios públicos estará en la obligación de suspender el servicio. Si la empresa incumple la obligación de la suspensión del servicio se romperá la solidaridad prevista en esta norma.


� Fls 41-53


� Hecho que no se especifica ni se demuestra en el proceso


� Sentencia C- 1182 de 2005


� Fl 106


� Fl 89


� Fl 94


� Fl 106


� Fls 92-93, 102-104 y 111-113


� Fl 111


� Fl 106


� Fl 111 


� Fl 126


� La SSPD entre otras  manifiesta para confirmar lo decidido por la CEO lo siguiente: “De tal suerte que este Despacho considera que a la empresa por prohibición de rango constitucional no le era permitido suspender el servicio al inmueble por las condiciones de salud de quien lo habita, sin embargo la empresa realizó acciones tendientes a la suspensión del servicio de energía, que se encuentran probadas en el expediente.” Fl 138-146
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